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Señora
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Directora Ejecutiva 

S.
D. 

Estimada señora:

Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 11-15 celebrada el 16 de marzo del año en curso, que literalmente dice:
“ARTÍCULO XX
ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.
Documento 2972-2015
En sesión N° 42-14 celebrada el 1 de setiembre de 2014, artículo IX, con vista en el oficio N° DFOE-PG-0351 de 22 de agosto de ese año, el licenciado José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, remitió el informe N.° DFOE-PG-IF-05-2014 preparado por esa División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, en el cual se consignan los resultados de la auditoría de carácter especial sobre el sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial, como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo, a cuyos efectos entre otras remitió la siguiente disposición:
“4.4 Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio N.° 1877- DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008. Ver párrafos del 2.13 al 2.20 de este informe. 


Remitir a la Contraloría General, a más tardar el 28 de noviembre de 2014, una certificación donde conste que se eliminó dicha práctica.”
-0-
A esos efectos, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:
“Recibida la votación correspondiente, por mayoría de catorce votos, se dispuso: Interponer los recursos de revocatoria y apelación en subsidio establecidos en los artículos 343, 346 y 347 de la Ley General de Administración Pública, contra la disposición 4.4 dirigida a esta Corte Plena que ordena “Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio N.° 1877- DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008”, por cuanto el principio de la buena administración así como los del buen Gobierno y de los derechos y deberes de las ciudadanas y los ciudadanos, obligan a quienes son depositarios a actuar como un buen padre de familia y si se custodian dineros por mucho tiempo, deben invertirse ya que se cuenta con la obligación de garantizarle a las personas que están depositando y que están confiando en el Poder Judicial, que esos dineros no pierdan el valor real, a causa de la pérdida real del valor de la moneda y de esta manera evitar posibles erogaciones ante futuros cobros por parte de las personas usuarias.
Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Solís, Escoto, Rojas, Aguirre, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Arias, Cruz, Castillo, Hernández y los Suplentes Solano Aguilar y López González.
Los Magistrados y las Magistradas Varela, Camacho, Ramírez, Jinesta, Salazar y la Suplente Allón Zúñiga emitieron su voto por aceptar dicha disposición.
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El licenciado José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, en resolución N° R-DFOE-PG-01-2014 de las ocho horas doce minutos del 30 de octubre de 2014, ante el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto, hizo de conocimiento que se mantenía la disposición 4.4 del informe antes citado, cuyo por tanto es el siguiente:
“POR TANTO
I. Se rechaza por el fondo el recurso de revocatoria interpuesto, contra la disposición 4.4 contenida en el informe de la Contraloría General de la República, N.° DFOE-PG-IF-05-2014 de veintidós de agosto de dos mil catorce, emitido por la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales, de la auditoría de carácter especial sobre el sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo, manteniéndose la disposición 4.4 en todos sus extremos.

En ese sentido, y para los efectos de la atención del recurso de apelación en subsidio interpuesto, apersónese ante la Contralora General de la República, en el plazo de tres días hábiles posteriores a la fecha de recibo de esta resolución, a fin de que presente los alegatos y consideraciones que estime pertinentes. Remítase el expediente administrativo al superior, a efecto de que se conozca el recurso de apelación de referencia. NOTIFÍQUESE.”
-0-
En sesión N° 55-14 del 24 de noviembre de 2014, artículo XVI, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:
“[…]

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 12424-DE-2014 de 19 de noviembre en curso, manifestó:

"En atención al acuerdo dispuesto por la Corte Plena en sesión celebrada el 1° de setiembre del 2014, artículo IX, en el que se conoció la "Auditoria de carácter especial sobre el sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial, como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo", desarrollada por la Contraloría General de la República, me permito rendir informe sobre el cumplimiento de las disposiciones: 
"Disposición 4.4 Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio N.° 1877- DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008. Ver párrafos del 2.13 al 2.20 de este informe.　 Remitir a la Contraloría General, a más tardar el 28 de noviembre de 2014, una certificación donde conste que se eliminó dicha práctica." 
En cuanto a esta disposición la Corte Plena en la sesión dicha, acordó por mayoría, interponer recurso de revocatoria y apelación en subsidio.　El primero ya fue resuelto y la apelación a la fecha está pendiente.　 Debido a que cuando se conoció el borrador de este informe la Corte Plena dispuso acatarla y disponer que se eliminara la práctica de administrar los intereses, esta Dirección no reinvirtió los recursos de las inversiones que vencieron y los mantuvo en cuenta.　 Con motivo del cambio en lo acordado y en virtud de que la apelación no ha sido resuelta, esta Dirección está procediendo a invertir de nuevo los recursos, salvo que la Corte Plena disponga lo contrario.

[…]

-0-
La licenciada Grace Madrigal Castro, Gerente de Área División de Fiscalización Operativa y Evaluativo del Área de Seguimiento de Disposiciones de la Contraloría General de la República, en oficio N° DFOE-SD-2211 de 18 de noviembre en curso, expresó:
"Asunto: Atención al oficio N° 9061-14 del 04 de setiembre de 2014.

Con la solicitud de que este oficio se haga del conocimiento de los miembros de la Corte Plena del Poder Judicial, en la sesión inmediata siguiente que celebre ese órgano colegiado con posterioridad a su recepción, me refiero al oficio N.° 9061-14 del 04 de setiembre de 2014, en el cual, entre otros asuntos, y conforme a lo acordado por esa Corte Plena en el Artículo IX de la Sesión N.° 42-14 del 1 de setiembre de 2014, solicita a la Contraloría General ampliación del plazo para el cumplimiento de la disposición 4.7 　del informe N.° DFOE-PG-IF-05-2014, el cual consigna los resultados del estudio de la Auditoría de carácter especial sobre el sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo.

Sobre el particular, en virtud de que la referida disposición tiene plazo de vencimiento al 28 de noviembre de 2014, se toma nota de lo acordado por ese órgano colegiado, y se queda a la espera de que se informe al vencimiento del plazo otorgado, sobre las acciones adoptadas y se indique el plazo adicional que esa administración pueda llegar a requerir para el cumplimiento de la disposición de marras."
· 0 –

Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Este asunto se trata de una nota que envió la licenciada Grace Madrigal Castro, Gerente de Área División de Fiscalización Operativa y Evaluativo del Área de Seguimiento de Disposiciones de la Contraloría General de la República, en la cual se indica que tenemos que informar a esa dependencia, sobre las acciones que hemos realizado.　 De todas formas habíamos solicitado una ampliación del plazo".
Interviene la Secretaria General: "La ampliación del plazo que se cita, es respecto a la disposición 4.7 que dice: "Instituir y poner en aplicación la metodología para el reconocimiento de intereses sobre los saldos que cada institución pública mantiene en el fondo especial de costas, tomando en consideración que este fondo constituye una provisión para futuras erogaciones." Lo anterior, dado que se giraron 　instrucciones al Banco de Costa Rica, para que procediera con el reconocimiento de intereses sobre los dineros que cada institución mantiene en la cuenta del fondo especial de costas, de acuerdo con la metodología que indicará la Dirección Ejecutiva.
Las disposiciones que emitió la Contraloría General de la República vencen el 28 de este mes, hay un informe emitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva sobre cada una ellas".
Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Eso se trasladaría a la Contraloría General de la República; pero específicamente sobre este punto, se le indica sobre la creación del sistema que vamos a implantar, para determinar cuáles serán los intereses en que la cuenta de costas que tenga cada institución pública.　 No es algo sencillo y le solicitamos que nos amplíe el plazo que indica la señora Directora Ejecutiva".
[…]
Agrega la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Me gustaría escuchar el criterio del Magistrado Castillo, dado que nosotros tenemos apelado este asunto, con base en su razonamiento y el de la Magistrada Rojas. 

La Dirección Ejecutiva nos informa que ellos no reinvirtieron lo que tenían a raíz de esa disposición, pero le solicita a la Corte que informe, que como está en apelación, si lo deja así o lo reinvierte. Eso es lo que está solicitando".
Indica el Magistrado Castillo: "Hay dos momentos en relación con este tema, recordemos que en algunos casos, en esta Corte precisamente aceptamos las recomendaciones que hizo la Contraloría General de la República y son las que estamos implementando. Por ejemplo, que una de las razones era reconocer el pago de intereses en la partida de costas a las instituciones que tenían recursos en ese fondo, pero había otra en la cual habíamos presentado una apelación y era en la que nos decían que no podíamos invertir las sumas que tenían las personas a causa de diligencias judiciales a ganar intereses y al respecto planteamos una apelación.　 Aquí hay que separar las dos cosas, en relación con aquello que sí aceptamos, tenemos que ir haciendo todo un plan de seguimiento y de cumplimiento y es para eso que se nos solicita un plazo adicional, porque no es tan fácil hacer esa operación matemática a través de la cual se reconocerá a las instituciones que tienen recursos en el fondo de costas.
El otro tema es el de la apelación, lo que estimo es que mientras esté en esa condición, tenemos que esperar a que se resuelva el recurso y una vez que haya un resultado, tendremos más claro el panorama.
Esa sería la interpretación que haría".
La Presidenta, Magistrada Villanueva le consulta al Magistrado Castillo: "¿Su recomendación es que no se invierta en este momento?"

Responde el Magistrado Castillo: "Considero que al haber una disposición de la Contraloría General de la República, que nos ordena prácticamente no invertir, porque consideran que va en contra del ordenamiento y por otro lado, al existir la apelación planteada por esta Corte precisamente sobre eso, 　nosotros como un buen padre de familia o buen administrador, tenemos que colocar esos fondos a ganar intereses para diligencias judiciales.
En este momento podríamos -no sé cual ha sido la decisión que ha tomado la Dirección Ejecutiva- acatar la recomendación y dejar de invertir.
Lo recomendable 　es esperar a que se resuelva la apelación".
Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: "En lo personal eso es lo que me parece y coincidimos en que lo prudente es esperar a que se resuelva la apelación".
ENTRA EL MAGISTRADO CHINCHILLA.
Añade la Secretaria General: "La Directora Ejecutiva dice que incluso en su momento la Corte había indicado que se acogía la disposición preliminar, y a partir de ese momento no volvió a invertir y además agrega que como la Corte planteó la apelación, esa Dirección está procediendo a invertir de nuevo los recursos, salvo que este Órgano disponga lo contrario.　 En este caso lo que habría que decirle es que suspenda la inversión".
Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Hasta que la Contraloría General de la República decida el tema.　 ¿Estamos de acuerdo?　 Así lo disponemos.
Comunicamos el plazo e informamos lo que estamos haciendo, trasladando el informe de la Dirección Ejecutiva".
Agrega la Secretaria General: "Únicamente faltaría que nos señale el plazo, pues la Directora Ejecutiva ha estado en comunicación con el Banco de Costa Rica, que son los que tienen que decirle cuál es el plazo que ellos requieren y no ha sido posible contar con esa información, porque se trata de un trámite un poco lento. 　Además, indica en el informe, que con oficio del 14 de este mes, las licenciadas Nacira Valverde Bermúdez y Carmen Quesada Chacón, por su orden, Jefas del Departamento Financiero Contable y de Sistemas de Información de Tecnología, remitieron el procedimiento que debe seguir el Banco de Costa Rica, para el cálculo de los intereses. También, informa que con oficio del 17 de este mes, esa Dirección solicitó al licenciado Alejandro Acón Ulloa, Gerente Empresarial del Banco de Costa Rica, indicar el tiempo que demandaría al Banco para el desarrollo de esta funcionalidad, con el ruego de que se procediera en el menor tiempo posible, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el Órgano Contralor.　 Esas serían las dos acciones que se han hecho respecto a esta disposición y solo faltaría que indiquen el plazo".
Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Procedemos a informar a la Contraloría General de la República el estado del cumplimiento y sobre esto le indicaremos la fecha de la ampliación que estamos solicitando".
En correo electrónico de hoy, la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, indica lo siguiente: "…en adición al oficio No. 　12424-DE-2014, debo informarle que consultado vía　 telefónica al Lic. Alejandro Acón 　Ulloa, Gerente Empresarial del 　Banco de Costa Rica, el banco requerirá plazo al menos al finalizar el primer semestre del año 2015 para el desarrollo de la funcionalidad solicitada ya que deben contratar, mediante concurso público, el desarrollo de este requerimiento."
Atendiendo la gestión del Lic. José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la Contraloría General de la República, contenida en el oficio N° DFOE-PG-0223 (4896) del 22 de mayo del año en curso, y sus disposiciones, se dispuso: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el cual describe con detalle la forma en que se han cumplido con la implementación de las disposiciones señaladas en torno al "Sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial, como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo", y hacerlo de conocimiento de ese ente Contralor. 2.) La Dirección Ejecutiva deberá suspender la inversión de los fondos que generan las cuentas corrientes judiciales, hasta tanto no se resuelva　 el recurso　 de apelación en subsidio planteado 　por esta Corte en sesión N° 42-14 del 1 de setiembre del año en curso, artículo IX, establecidos en los artículos 343, 346 y 347 de la Ley General de Administración Pública, contra la disposición 4.4 dirigida a esta Corte Plena, que ordena: "Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio N.° 1877- DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008". 
[…]

La Auditoría Judicial, la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.

-0-

La Presidenta, Magistrada Villanueva, hace de conocimiento de esta Corte, la resolución N° R-DC-028-2015 dictada por la Contraloría General de la República a las nueve horas del 11 de marzo en curso, suscrita por la licenciada Marta Acosta Zúñiga, Contralora General de la República, que literalmente dice:
“Recurso de apelación interpuesto por la señora Zarella Villanueva Monge, en su condición de Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, en contra subsidio contra la disposición 4.4.del Informe DFOE-PG-IF-05-2014.--

RESULTANDO

I.-Mediante oficio 8688 (DFOE-PG-0351) de 22 de agosto 2014, el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales remitió al Poder Judicial el Informe DFOE-PG-IF-05-2014, relacionado con los resultados de la auditoría de carácter especial practicada en los fondos y cuentas que percibe el Poder, como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo. Dicho informe fue notificado el 22 de agosto de 2014 (ver folio 031, del recurso).----------------------------------------------------------------------------------------------
II.-El Poder Judicial, por medio del oficio 9061-14 de 4 de setiembre de 2014, comunicó el acuerdo adoptado en Corte Plena, Sesión 42-14 de 1 de setiembre de 2014, en el que dispuso interponer los recursos de revocatoria con apelación en subsidio contra la disposición 4.4., del Informe DFOE-PG-IF-05-2014.---------------------------------------------------

III.-En la resolución R-DFOE-PG-01-2014 de 8:12 horas del 30 de octubre de 2014, el Área Fiscalización de Servicios Públicos Generales resolvió: “Se rechaza por el fondo el recurso de revocatoria interpuesto, contra la disposición 4.4., contenida en el informe de la Contraloría General de la República, DFOE-PG-IF-05-2014 de veintidós de agosto de dos mil catorce, emitido por la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales, de la auditoría de carácter especial sobre el sistema de control interno relacionado con los fondos y cuentas que percibe el Poder Judicial como depositario de las diferentes actividades judiciales que lleva a cabo, manteniéndose la disposición 4.4., en todos sus extremos…” --------------------------------------

IV.-Por oficio DFOE-PG-0479 de 03 de noviembre de 2014, el Área de Servicios Públicos elevó el recurso de apelación ante el Despacho Contralor.-------------------------------------------

V.-Mediante oficio sin referencia recibido el 4 de noviembre de 2014, la Presidenta de Corte Suprema de Justicia se apersonó ante este Despacho Contralor.--------------------------

CONSIDERANDO

I. Sobre la admisibilidad del recurso. El numeral 33, de la Ley 7428 de 7 de setiembre de 1994, Ley Orgánica de esta Contraloría General, dispone que los actos definitivos que dicte la Contraloría estarán sujetos al régimen común de impugnación de los actos administrativos, según la Ley General de la Administración Pública y el Código Procesal Contencioso Administrativo, cuando se considere que lesionan derechos subjetivos o intereses legítimos, o bien, cuando se dicten actos que impidan su nacimiento. Conforme a la Ley General de la Administración Pública el recurso contra el acto final debe interponerse dentro de los tres días, a partir de la última comunicación del acto (ver artículo 346). En el presente asunto, tenemos que el oficio 8688 (DFOE-PG-0351) de 22 de agosto de 2014, fue notificado a la Presidenta de la Corte y del Consejo Superior del Poder Judicial, señora Zarella Villanueva Monge, en esa misma fecha (ver folio 31, del expediente del recurso). El informe en cuestión fue conocido el 1° de setiembre de 2014, en la Sesión de Corte Plena 42-14 del 1 de setiembre de 2014 y, los recursos ordinarios fueron interpuestos el 4 de setiembre del mismo mes y año, de modo que practicado el cómputo respectivo, visto que el recurso se discutió en la sesión de Corte Plena del 1 de setiembre pasado, tenemos que la apelación fue interpuesta en tiempo y el recurso procede en cuanto a la materia, al no encontrarse en ninguno de los supuestos de excepción previstos en el artículo 34, de la Ley 7428, Ley Orgánica de esta Contraloría General.-------------------------------------------------------------------------------------------------------------
II.-Sobre el fondo: En el presente asunto, el único punto recurrido se refiere a la disposición 4.4., del Informe, la cual establece: “4.4. Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio 1877-DE/AL-2088 de 10 de noviembre de 2008. Ver párrafos 2.13 al 2.20 de este informe. / Remitir a la Contraloría General, a más tardar el 28 de noviembre de 2014, una certificación donde conste que se eliminó dicha práctica.” El Poder Judicial dispuso en la Sesión de Corte Plena 42-14, artículo IX, como motivo para apelar la citada disposición lo siguiente: “Interponer los recursos de revocatoria y apelación en subsidio establecidos en los artículos 343, 346 y 347 de la Ley General de Administración Pública, contra la disposición 4.4. dirigida a esta Corte Plena…, por cuanto el principio de buena administración así como los de buen Gobierno y los derechos y deberes de las ciudadanas y ciudadanos, obligan a quienes son depositarios a actuar como un buen padre de familia y si se custodian (sic) dinero por mucho tiempo, deben invertirse ya que se cuenta con la obligación de garantizarle a las personas que están depositando y que están confiando en el Poder Judicial, que esos dineros no pierdan el valor real, a causa de la pérdida del valor de la moneda y de esta manera evitar posibles erogaciones ante futuros cobros por parte de las personas usuarias” (ver folio 105, vuelto, del expediente del recurso de apelación). El Área al rechazar el recurso fundamentó su posición de la siguiente forma: “IV. La recurrente presenta como único alegato lo transcrito en el punto III de este considerando, a pesar del criterio emitido y firmado por el Jefe de la Sección de Asesoría Legal y el Director Ejecutivo del Poder Judicial, en el oficio 1877-DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008…Legalmente no es posible disponer de los dineros bajo consulta, debido a que éstos pertenecen por derecho propio a quien los depositó, y debe el Poder Judicial esperar a que estos sean reclamados por el depositante para proceder al giro del principal junto con los intereses generados./ Lo anterior por cuanto en el Voto 10817-2001 de las diez horas y dos minutos del veinticuatro de octubre de dos mil uno, que anuló el artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial por considerar que violenta el derecho de propiedad establecido en el artículo 45 de la Constitución Política (…) / Ahora bien, tampoco es viable desde el punto de vista legal recurrir a la figura de la prescripción, pues aunque el transcurso del plazo decenal se ha verificado, no contamos con “justo título” traslativo de dominio conforme a lo dispuesto en el artículo 853 del Código Civil, a lo que debe agregarse que por no tener certeza que los montos bajo estudio provengan de una obligación comercial, tampoco es aplicable la prescripción dispuesta para los actos comerciales, artículos 968 y siguientes del Código de Comercio./ V. Los artículos 153 constitucional y 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), indican que corresponde al Poder Judicial, entre otras funciones, “(…) conocer las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y contencioso-administrativas, así como de las otras que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y calidad de las personas que intervengan; resolver definitivamente sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie, con la ayuda de la fuerza pública si fuese necesario.” Es decir, la autoridad judicial puede ordenar a la parte que efectúe un depósito para satisfacer fines procesales, en cuyo caso dicha autoridad adquiere el carácter de depositario, no de propietario del monto entregado, y por lo tanto, es su deber poner a disposición de quien corresponda esos dineros. Mientras el proceso se lleva a cabo, es obligación del depositario judicial custodiar los montos recibidos y de abstenerse a utilizarlos en fines distintos de aquellos para los cuales se depositó. Así también lo señaló la Procuraduría General de la República, en el dictamen N° C-331-2003 de 21 de octubre de 2003, respecto de la legitimación del Poder Judicial para solicitar la devolución de intereses trasladados al Régimen no Contributivo, en el período de 27 de junio de 2000 al 31 de mayo de 2001, con fundamento en la resolución de la Sala Constitucional N° 10187-2001, de las 10:02 horas de 24 de octubre de 2001, por medio de la cual se declaró la inconstitucionalidad del inciso 5 del artículo 236 y del artículo 237 de la LOPJ; resolución que sustentó el oficio N° 1877-DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008, arriba transcrito en lo de interés. Los artículos 236 inciso 5) y 237 de la LOPJ, tenían como efecto implícito anular el derecho de propiedad del depositante en relación con los intereses que producía su depósito. En efecto, la ley eliminaba, sin otorgar una indemnización, el derecho de propiedad sobre esos intereses, con evidente violación del principio de intangibilidad de la propiedad y del patrimonio privados y de las facultades que el Derecho Civil reconoce a los propietarios (…)/ VI.-En relación con la función de invertir los intereses de las cuentas corrientes judiciales, el Jefe de la Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, en el oficio N° 304-DE/AL-02 de 13 de marzo de 2002, indica en lo de interés lo siguiente: (…) Es claro que la reinversión en estos dos últimos casos (saldos de las cuentas corrientes judiciales y los intereses obtenidos por las inversiones de esos mismos intereses) plantea serios problemas al Poder Judicial en la administración financiera y en el alto costo operativo, lo cual no está obligado a soportar, por cuanto como depositario de esos bienes y valores, sus actuaciones siempre serán gratuitas a favor de los intereses de los particulares, es decir, no obtiene ningún porcentaje o comisión por las inversiones realizadas pese al costo administrativo que asume por cumplir con ese cometido (…) (La aclaración que se encuentra entre paréntesis no corresponde al original). Además, las mencionadas inversiones autorizadas, aparte de ser una función que escapa de las competencias del Poder Judicial, se realizaron con dineros que no pueden utilizarse para un fin diferente al de garantizar los procesos judiciales que se tramitan en esa sede.” (…) VII. Como se expuso en la sentencia N° 10187-2001 antes citada, los intereses que se produzcan a consecuencia de los depósitos judiciales no forman parte del patrimonio del Poder Judicial, sino del depositante, hasta que la autoridad jurisdiccional respectiva ordene su giro a la persona correspondiente. Dado que los intereses producto de los depósitos judiciales son propiedad del depositante, se sigue como lógica consecuencia que esos montos deben permanecer a la orden de éste, legítimo propietario de ellos. VIII.- Las actuaciones públicas no pueden conducir a la pérdida del contenido esencial del derecho de propiedad y, por ende, al desconocimiento del derecho de goce y disfrute en provecho propio. Ello implica que el depositante tiene derecho de recuperar todas las sumas generadas por su depósito. Adicional a ello, la administración de intereses que generan las cuentas corrientes judiciales no se encuentran dentro de las funciones asignadas constitucional y legalmente al Poder Judicial, ni dentro de su actividad ordinaria, ni tampoco tiene la obligación de realizar una labor empresarial financiera (intermediación al crédito); de hacerlo podría infringir el principio de legalidad, regente en todo actuar de la Administración Pública./ IX.-Ahora bien, en cuanto a la obligación de custodia y conservación del depósito, a la luz del ordenamiento jurídico costarricense, el depósito judicial tiene como objeto satisfacer fines procesales. Es por ello que se realiza a la orden de una autoridad judicial. Esta adquiere el carácter de depositario, no de propietario del bien. Dado que el depósito judicial garantiza el cumplimiento de determinados trámites procesales, es deber de la autoridad judicial poner a disposición de quien corresponda esos dineros. En ejercicio de sus facultades, la autoridad puede resolver que lo depositado corresponda al propio depositante. Se estaría ante un deber de restitución. En tanto se concretiza la restitución, el depositario judicial adquiere la obligación de custodiar pero también la de no utilizar los montos recibidos en fines distintos de aquellos para los cuales se depositó. En ese sentido y a diferencia del depósito bancario, el depositario está imposibilitado para disponer de las sumas depositadas. La obligación de custodia implica el deber de proteger y conservar la cosa hasta su restitución. Es ésta la obligación más importante del depositante (sic), en cuanto explica la existencia misma del contrato de depósito. Se ha dicho al efecto que el depositario: Tiene como obligación fundamental la de custodia de la cosa recibida, que se sustancia en su conservación, mantenimiento en la misma forma y preservación de posibles daños. L. DIEZ-PICAZO-A GULLON: Sistema de Derecho Civil, II, TECNOS, 1993, p.470. En nuestro ordenamiento, esta obligación deriva de lo dispuesto en los artículos 1348 y 1349 del Código Civil, de aplicación supletoria al depósito judicial (artículo 1360 del Código Civil). Conforme al artículo 1348 el depósito se constituye para la guardia y custodia de una cosa mueble. En tanto que el numeral 1349 señala que el depositario está obligado a prestar esa guarda y conservación como acostumbra en la guarda de sus propias cosas. / X. El deber de custodia debe ser ejercido también sobre los intereses, en tanto son los frutos que ha generado el monto depositado. En efecto, si bien la custodia no entraña por sí misma ningún deber de administración de la cosa depositada, sí comprende la de recoger y custodiar sus frutos. Y en tratándose de suma de dinero, esos frutos no son otros que los intereses. Incluso si partimos de que el valor del dinero está sujeto a las variaciones monetarias, tendríamos que de sólo restituir el monto depositado, el depositario estaría incumpliendo su deber de conservación. Dadas esas obligaciones, se entiende que el depositario debe ejercer las acciones correspondientes para recuperar tales intereses, lo que le permitirá, en su momento, restituir los montos producidos a su legítimo propietario. XI. El Poder Judicial no sólo no adquiere la propiedad de esos intereses, sino que tampoco puede actuar bajo esa condición. Por consiguiente, sus acciones deben estar encaminadas a proteger efectivamente los derechos del depositante. Tal y como lo señaló la resolución N° 10187-2001 ya citada, en el tanto, el único propietario y dueño del capital e intereses depositados judicialmente es el habitante que por disposición procesal debe depositar una suma de dinero, y no se puede privar a un particular del disfrute del derecho consagrado en el artículo 45 constitucional, sino es mediante la acreditación de un interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley. Por lo anterior, tampoco podría entenderse que se está ante el principio de buen padre de familia, regulado en el artículo 523 del Código de Comercio, que no aplica para los depósitos judiciales./ XII. Se observa que del único argumento expuesto por la Administración, no existe en el Poder Judicial una posición institucional sobre la disposición recurrida, ya que inicialmente la Corte Plena, había acordado acatar la disposición, y no se realizaron observaciones a la misma cuando conocieron el borrador del informe ahora recurrido; y en la discusión de ese órgano colegiado sobre el informe N° DFOE-PG-IF-05-2014, hay criterios contradictorios” (los destacados son nuestros). Criterio del Despacho: En el presente asunto el único punto de controversia se constriñe a la disposición 4.4., del Informe, relacionada con la eliminación de la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio 1877-DE/AL-2088 de 10 de noviembre de 2008, emitido por la propia Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva de ese Poder. El Poder Judicial, por decisión de mayoría, consideró que, con fundamento en un principio de buena administración, así como en los de buen gobierno, el depositario judicial debe actuar como un buen padre de familia y si se custodia dinero por mucho tiempo, debe invertirse ya que se cuenta con la obligación de garantizar a las personas que están depositando y confiando en el Poder Judicial que esos dineros no pierdan su valor real, a causa de la pérdida del valor de la moneda y de esa forma evitar posibles erogaciones ante futuros cobros por parte de las personas usuarias. El Área, en cambio, sostuvo que “la administración de los intereses” de esos depósitos está fuera de la normativa que rige el depósito judicial en el Código Civil y fuera de las facultades que, constitucional y legalmente, han sido encomendadas al Poder Judicial. Por otra parte, reafirma que la propiedad de esos intereses, conforme al Voto 10187-2001, de la Sala Constitucional, corresponde a los depositantes. En otro orden, el Área estimó que tampoco resultaba aplicable al caso ninguna suerte de prescripción adquisitiva por cuanto el Poder Judicial adolecería de justo título para aplicar ese instituto. En el caso bajo examen, estima el Despacho que es menester determinar la naturaleza y regulación de los depósitos judiciales que administra el Poder Judicial a fin de valorar si es pertinente esa pretendida administración sobre esos fondos, sin que el Despacho estime necesario introducir en la discusión el tema de la propiedad de los intereses, por cuanto ese aspecto no constituye un punto controvertido y es además, accesorio. En este asunto, el tema medular se sitúa en la naturaleza del contrato de depósito judicial y si éste está cobijado por los principios de sana administración y buen padre de familia que ha alegado la Corte en su recurso, así como el alcance de las normas que rigen ese instituto para sustentar una administración de los intereses generados por los depósitos en dinero hechos por las personas que someten causas ante ese Poder. El depósito judicial está regulado en el Código Civil, en sus artículos 1360 a 1366. En lo no regulado, se le aplican supletoriamente las disposiciones del depósito regular o convencional (artículo 1360, Código Civil). El depósito (depositum) constituye un contrato real por medio del cual “una persona, el depositante (deponens), entregaba una cosa mueble a otra, el depositario (depositarias), para que lo custodiase gratuitamente y se la devolviese al primer requerimiento” (Argüello, Luis Rodolfo. Manual de Derecho Romano. Historia e instituciones. Editorial Depalma, 3ª Ed. Corregida, 6ª Reimpresión, Buenos Aires, 1998, p.314). En el depósito convencional, el depositario tenía la obligación de abstenerse de usar la cosa, so pena de incurrir en un furtumusus, que consistía en dar a una cosa de otro un uso al cual no tiene derecho y que en nuestro derecho recoge el numeral 1348, del Código Civil, al estipular que “el depositario no puede usar de la cosa depositada”. La restitución del bien se hacía “ante el reclamo del depositante, aunque hubiera un plazo convenido, restitución que debía hacerse efectiva con los frutos y accesiones que la cosa hubiera producido durante el tiempo de su guarda.” (Ibídem, cfr. artículo 1352, del Código Civil). A la par de esa figura de depósito regular, se admitió el depósito irregular referido no a cosas, sino a dinero, el cual “tenía por objeto dinero u otras cosas fungibles que podía consumir el depositario quien quedaba obligado a restituir otras tantas cosas del mismo género y calidad. Esta modalidad especial de depósito, que aplicaron generalmente los banqueros, no se diferenciaba esencialmente del mutuo.” (Ibidem, p.315; una regulación en similar sentido ha sido recogida en el art. 523, párrafo 2, del Código de Comercio). Así, tenemos ya un primer aspecto específico de los depósitos recibidos por el Poder Judicial. Se tratan esencialmente de depósitos de dinero, que no corresponden a depósitos convencionales de cosas y que se realizan por imperio de ley, en un banco del Estado, conforme al art 60 in fine, de la Ley 1644, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional: “el Estado y las entidades públicas de carácter estatal, así como las empresas públicas cuyo patrimonio pertenezca, en forma mayoritaria, al Estado o a sus instituciones, solo podrán efectuar depósitos y operaciones en cuenta corriente y de ahorro por medio de los bancos comerciales del Estado.” (Así reformado por el artículo 162, inciso d), de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica 7558 del 3 de noviembre de 1995). Ahora bien, el depósito judicial de acuerdo con el numeral 1361 del Código Civil (C.C.) se constituye “por decreto del Juez, y se comprueba por el acta respectiva”, y como ya indicamos, le resultan aplicables supletoriamente las disposiciones del depósito convencional (artículo 1360, C.C.) Por otra parte, en cuanto a los deberes de diligencia del depositario, el artículo 1349, del Código de repetida cita dispone: “Es obligado el depositario a prestar en la guarda y conservación de la cosa, el cuidado y diligencia que acostumbra emplear en la guarda de sus propias cosas.” Y, así, en cuanto a la controversia relativa a si al depósito judicial le resulta o no aplicable el concepto jurídico indeterminado de la diligencia de un buen padre de familia, estima este Despacho que, por tratarse esa noción de un arquetipo o modelo de conducta, bien puede ser aplicable al depósito judicial por vía de lo dispuesto en los artículos 1360 en relación con el 1349, del C.C., lo cual no resulta forzado, si se observa que se obliga al depositario a una guarda y conservación de la cosa que tenga parangón con la que emplea a las cosas propias, de modo que esa noción sí aplicaría transversalmente al depositario judicial, sobre todo en consideración a un deber general de diligencia en el cumplimiento de las obligaciones previsto en el artículo 698, del mismo Código Civil, el cual dispone: “La obligación de velar por la conservación de una cosa, derívese de una principal de dar o de una de hacer, compele al deudor a emplear en la conservación los cuidados de un buen padre de familia, salvo los casos en que la ley especialmente tempera o agrava la responsabilidad”. Ahora bien, ese arquetipo o modelo de conducta, en criterio de este Despacho, no se equipara a una diligencia que comprometa un riesgo más allá de lo razonable. En tal sentido, no comparte este Despacho el criterio del recurrente en el sentido de que administrar esos depósitos como un padre de familia comprometa adoptar riesgos en la inversión de esos fondos, puesto que no resulta razonable entender que quien depositó esos dineros por orden de un juez, espere del Poder Judicial y esté en derecho de exigir “los mejores rendimientos de su dinero”, en consideración a la naturaleza y fines con los que ese depósito se efectuó, fines que no buscan los mejores rendimientos financieros, como si se tratara de una administradora bancaria de fondos. En consecuencia, se estima que la diligencia de un buen padre de familia, en los contratos de marras, se traduce en la colocación de los dineros puestos a resguardo en un banco público y al recibo de los frutos que el capital principal o dinero depositado dé. Reitera este Despacho que, colocar al Poder Judicial en una posición de administrador de esos dineros, más allá de proceder con el respectivo depósito bancario, no constituye un aspecto enmarcado en las facultades del depositario ni en las obligaciones de diligencia de un buen padre de familia por los riesgos que comporta la actividad financiera y, sobre todo, por la ausencia de normativa legal que le faculte y brinde los parámetros de inversión, seguridad, liquidez, y otros aspectos que sea relevante considerar en el caso. En otro orden de ideas, si dentro de las facultades que asisten al Poder Judicial, la Corte Plena estima que la administración de esos depósitos podría requerir la emisión de normativa especial, ese es un aspecto que debe valorarse ad intra y ponderar si, por ejemplo, el tema de depósitos no reclamados en un lapso de tiempo equivalente al plazo de prescripción podrían tener un tratamiento distinto del que le dan las normas generales emitidas en nuestra legislación para el depósito judicial y cualquier otro extremo que estimen relevante o no regulado en la actualidad.-----------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto por los artículos 33, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, artículo 345, de la Ley General de la Administración Pública, se resuelve: Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la señora Zarella Villanueva Monge, en su condición de Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, en contra subsidio contra la disposición 4.4.del Informe DFOE-PG-IF-05-2014, sin perjuicio de que a futuro, el Poder Judicial pudiera justificar la necesidad de realizar inversiones que no comprometan la liquidez, la seguridad ni la integridad de los fondos correspondientes a los intereses de los dineros depositados, objeto del presente Informe.----------------------------NOTIFÍQUESE.----------------.”
· 0 –

Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Este asunto trata de una resolución de la Contraloría General de la República, que declaró sin lugar un recurso interpuesto por esta Corte, en relación con el que se devengaran intereses de las cuentas que estaban a favor del Estado, y que había sido la costumbre de que se  hicieran inversiones a plazo.
La Contraloría General de la República dijo que no, aquí se estuvo discutiendo, se señaló respecto al ejercicio de  buen padre o madre de familia y así se hizo ver, pero dicho Órgano Contralor hizo un pronunciamiento que es el que se da cuenta y que tenemos que cumplir, porque declaró sin lugar el recurso. Entonces, lo procedente es acatar lo dispuesto por la Contraloría General de la República.”
Se acordó: Tomar nota de lo resuelto por la Contraloría General de la República, por ende, acatar la disposición 4.4 contenida en el informe N.° DFOE-PG-IF-05-2014 emitida por la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de ese Órgano Contralor, en la que se ordena "Eliminar la práctica del Poder Judicial de administrar los intereses que generan las cuentas corrientes judiciales, a la luz del criterio contenido en el oficio N.° 1877- DE/AL-2008 de 10 de noviembre de 2008". 
La Auditoría Judicial, la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo de su cargo.”
De usted atentamente, 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema Justicia

cc:
Despacho de la Presidencia
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